
 

 

RESEÑA HISTÓRICA 
 
 
Antecedentes 
 
El 17 de agosto de 2007, mediante Decreto Ejecutivo N° 563, se creó la Unidad 
Transitoria de Gestión de Defensoría Pública Penal, adscrita a la Presidencia de 
la República, con el objeto de ejecutar las políticas y acciones para implementar 
la defensa pública de las personas detenidas en los centros de rehabilitación 
social del país. Las funciones estaban delimitadas al área penal, con el objetivo 
de que Ecuador no tuviera personas detenidas sin sentencia.  
 
La Dirección Nacional de Rehabilitación Social reportaba más de 18.000 
personas privadas de la libertad, a escala nacional, de las cuales el 69 % no 
tenía sentencia y el 60 % no contaba con abogado.  
 
En mayo de 2008, la Unidad Transitoria de Gestión de Defensoría Pública Penal 
realizó un censo penitenciario en los 33 centros de detención del país. El censo 
estableció que existían 13.532 privados de libertad, de los cuales el 47% no tenía 
abogado defensor y el 45 % permanecía sin sentencia. 
 
La Función Judicial contaba con 31 defensores de oficio, quienes cumplían con 
formalidades para dar legalidad a los procesos penales, pero no significaba una 
verdadera defensa que garantice los derechos de las personas privadas de la 
libertad.  
 
 
Nace la Defensoría Pública 
 
El 20 de octubre de 2008, la Constitución de la República estableció la creación 
de la Defensoría Pública como órgano autónomo de la Función Judicial. 
 
En 2009, el Código Orgánico de la Función Judicial concibió a la Defensoría 
Pública como institución autónoma del sistema de justicia, en condiciones 
similares a la Fiscalía General del Estado. 
 
El 20 de octubre de 2010, la Defensoría Pública nació a la vida jurídica, conforme 
determina la Constitución de la República, constituyéndose en una institución 
Estatal que garantiza una defensa técnico jurídica de las personas que, por 
condiciones sociales, económicas o culturales no pueden acceder a un abogado. 
 
El 14 de mayo de 2021 entró en vigencia la Ley Orgánica de la Defensoría 
Pública, que organiza y norma la prestación gratuita oportuna de los servicios de 
patrocinio y asesoría jurídica, que brinda la Defensoría Pública y la Red 
Complementaria a la Defensa Jurídica Pública (consultorios jurídicos gratuitos), 
a las personas que, por su estado de indefensión, estado de vulnerabilidad o 



 

 

condición económica sujeta a vulnerabilidad, no puedan contratar los servicios 
de defensa legal para la protección de sus derechos. 
 
El 1 de julio de 2024, la Defensoría Pública inició una nueva era con el 
nombramiento de la autoridad titular, Dr. Ricardo Morales Vela, ganador del 
concurso de méritos y oposición que llevó adelante el Consejo de Participación 
Ciudadana y Control Social, quien fue posesionado legal y constitucionalmente 
ante la Asamblea Nacional. 
 
El 12 de agosto de 2024, la Defensoría Pública decidió aplicar la política de 
Justicia Abierta que contempla los principios de transparencia, participación 
ciudadana y colaboración. 
 


